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SAI,A SEGUNDA

Secci-ón Tercera

EXCMOS. SRBS.:

Don Luis López Guerra

Don José Gaba1dón

L6pez

Don Ju1io GonzáLez

Campos

0 0501093

Nún. de Registro: L28O/92

ASIINTO: Recurso de amparo promovi-

do por don José Jiménez Martos.

SOBRE: Sentencia de 1a Sección

Tercera de 1a Audiencia Provincial

de Madrid que confirma Ia dictada

por el üuzgrado Penal núm. 7 de Ma-

drid sobre i-mprudencia.

La Sección ha examinado

por don José Jiménez Martos.

e1 recurso de amparo interpuesto

I. ANTECEDENTES

l-. Por escrito registrado en este Tribunal el 2L de mayo de

L992, don Julián Caballero Aguado, Procurador de los tribunales

y de don José Jiménez Martos, interpone recurso de amparo con-

tra 1a Sentencia de 22 de abri l  de L992, de la Sección Tercera

de Ia Audiencia Provincial de Madrid, güé confirmó Ia anterior-

mente pronunciada por e1 Juzgado de Io Pena1 núm. 7 de 1a misma

ciudad eI 23 de dicienbre de l-991-r on Ia que se condenó aI re-

currente al pago de las indemnizaciones derivadas de un acci-

dente de tráflco.
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2. Los hechos en 1os gue se fundamenta Ia demanda son, su-

cintamente expuestos, 1os siguientes:

A) El recurrente colisionó frontalmente con otro

vehículo er día l-7 de febrero de l-985, a resultas de 1o cual se

instruyeron di l igencias previas. EI Uinisterio Fiscal cal i f icó

inicialrnente 1os hechos como constitutivos de un delito de im-
prudencia temeraria, si bien más adelanter €n er acto deI jui-

cio oral, tras 1a reforma operada en el código penal por la Ley

orgánica 3/L989, retiró ra acusación penar y mantuvo las peti-

ciones de indernnizaciones civiles en favor de 1os perjudicados.

Abierto el juieio orar por Auto de l-5 de marzo de i-99i-, €1 Juz-
gado de 1o Penal núm. 7 de Madrid pronunció sentencia en el in-

dicado procedimiento con fecha 23 de diciembre de L99l-, en ra
güe, absolviéndole de la falta de imprudencia de que se le ha-
bÍa acusado, condenó aI hoy demandante de amparo aI pago de

dist,intas indernnizaciones a los perjudicados en dicho acciden-

té, de 1as que habría de responder eI Consorcio de Compensación

de seguros hasta e1 lírnite de 600 ptas. por día de incapacidad

en er caso de las lesiones, y sin responsabil idad en ra indem-

nización de los daños materiales.

B) EI Sr. Jiménez Martos interpuso recurso de ape-

lación contra la anterior sentencia alegando, entre otros not,i-

vos, 1a infracción der art. 24 c.8., por haberse vulnerado el
derecho a 1a presunción de inocencid y, además, €l derecho a un
proceso sin dilaciones indebidas. EI recurso fue desest,imado
por la Sentencia de la Sección Tercera de Ia Audiencia Provin-

cial de Madrid de feeha 22 de abri l  de L992, Ia cual, asumiendo

los hechos probados de la dictada en instancia, declaró que ttha

existido prueba practicada en e1 acto de la vista oral y en las

aetuaciones de ra causa e[e, valoradas en su inmediación por la
juzgadora a quo ...permiten conclui-r, con e1la, €D un pronun-

ciamiento condenatoriorr .
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3. Se interpone recurso de amparo contra la Sentencia dic-
tada por Ia Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Ma-
drid er 22 de abrir de L992, pues dicha resolución, a juicio

del recurrente, ha vulnerado su derecho constitucional a la
presunción de inocencid y, asimismo, a un proceso sin dilacio-

nes indebidas, derechos reconocidos en eI art. 24.2 C.E.

En cuanto al primero, Ia demanda de amparo sostiene gue

tanto e1 Juzgador de instancia eomo Ia Audiencia Provincial han
basado 1a culpa en eI croquis unido al atestado de 1a Guardia
civil, dl cuar otorgan er rango de medio de prueba. sin embar-
go, a juieio der reeurrente, €1 atestado policiar sóro t iene er
valor de mera denuncia y precisa que sea ratificado en el acto
del juicio oral, según doctrina constitucional, lo que no se
produjo en el presente caso. No practicándose ningruna otra de1
actor, güe sostuvo su inocencia, rri la der testigo comparecido,
que decraró no haber visto er suceso, poseen ese carácter. De
manera que 1a condena se basó exclusivamente en el croquis del
at'estado, que no es un medio probatorio por su sola incorpora-

ción a las actuaciones como sostuvo Ia Sentencia dictada en
apelac ión.

Respecto a 1a violación de1 derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas, er demandante en amparo lo fund.amenta en que

los hechos enjuiciados tuvieron lugar en r-995 y que er recu-
rrente no tuvo eonocimj-ento del proceso hasta el mes de marzo
de L99L, fecha en La que se le notificó e1 Auto de apertura de1
juicio oral con traslado de 1a copia del escrito de acusación

del Ministerio Fiscal. Se trata, pues, a su parecer, de un
asunto carente de comprejidad procesal y cuya duraciónr no obs-
tante, fue de 7 años; habiendo permanecido e1 demandante ajeno
ar procediniento, por 1o que dicho retraso só1o es irnputable a1
órgano judicial. con Ia particularidad de que ha generado evi-
dentes perjuiciosr ro sólo por e1 incremento de ras
indemnizaciones por razón del t,ierapo transcurrido sino también
porque durante el procedimiento la compañía asegruradora de su
vehÍculo fue declarada insolvente, en casi su integridad, al
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pago de 1as indemnizaciones. Lo que convierte aI demandante de

amparo en legítimo acreedor de los perJuicios irrogados por las

indebidas dilaciones en Ia causa, cuya liquidación deberá ser

fijada por este Tribunal Constitucional. Y termina pidiendo que

se suspenda Ia ejecución de las Sentencias impugmadas.

4. Por providencia de 17 de septiembre de 1,992, la Sección

Tercera de este Tribunal acordó solicitar del Juzgado de 1o Pe-

nal núm. 7 de Madrid la remisión de las actuaciones obrantes en

eI procedimiento oral nún. 255/L99L, incluida eI acta de juicio

oral y Ia Sentencia dictada en instancia. Lo que fue cumplimen-

tado por eI Juzgado el L8 de noviembre de L992.

5. Por providencia de L3 de enero de L993, Ia Sección Ter-

cera de este Tribunal acordó, de conformidad con eI art. 50.3

LOTC, conceder al demandante de amparo y Ia Ministerio Fiscal

un plazo común de diez días para que formulasen las alegaciones

que estimasen pertinentes acerca de la posible concurrencia de

Ia causa de inadmis ión establec ida en eI  ar t .  50.L a) ,  en re la-

ción con el art. 44.L c), por no aparecer que se haya invocado

por el hoy recurrente en el previo proceso judicial el derecho

constitucional que se dice violado y, asimismo, sobre 1a causa

de inadmisión establecida en eI art. 50.L c) LOTC, por carecer

la demanda de contenido que justifique una resolución sobre el

fondo.

6. La representación procesal de don üosé Jiménez Martos

presento su escrito de alegaciones en este Tribunal el 28 de

enero de l-993. En relación con la primera causa de inadmisión,

se afirma que Ia Sección ha padecido error material, pues al

tiempo de formalizarse el recurso de apelación contra Ia Sen-

tencia dictada por el Juzgado de lo Penal nún. 7 de Madrid ya

se invocó expresamente Ia vulneración de los derechos constitu-

cionales gue sirven de fundamento aI presente recurso de ampa-
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te, a euyo fin se adjunta copia simple

interpuestoi agregando que 1as mismas

en e1 acto de Ia vista de1 recurso de

del Sr. Jiménez Martos.

0 0463134

del recurso de apelación

alegaciones se reiteraron

apelación por e1 Letrado

En cuanto a Ia segrunda, é1 recurrente sostiene que existe

vulneración de los derechos reconocidos por el art. 24 C.E. ya

gü€r de un lado, so ha infringido Ia presunción de inocencia;

y, de otro, eI derecho a un proceso sin dilaciones indebidas,

pues el procedimiento estuvo paralizado desde eI año 1987r €n

que sanó 1a lesionada en el accidente, hasta I99L, con las con-

secuencias y perjuicios ya indicados en la demanda. No conside-

rando que sea razonable un lapso de cuatro años de total inac-

tividad procesal. Por Io que terminó con Ia súp1ica de admisión

de la demanda de amparo.

7. E1 Ministerio Fiscal registró su escrito de alegaciones

eI 29 de enero de L992, indicando previamente que las violacio-

nes de los derechos fundamentales que se reprochan a 1a Senten-

cia de la Sección Tercera de Ia Audiencia Provincial de Madrid

tanbién se habrían producido por primera vez desde Ia Sentencia

de instancia, por Io que ésta debe entenderse también impugmada

en este proceso constitucional. Sobre Ia presunta vulneración

del derecho a 1a presunción de inocencia, eI Ministerio Fiscal

estima improcedente esta alegación conforme a Ia doctrina sen-

tada por Ia STC 72/L99L, pues e1 recurrente fue penalnente ab-

suelto, siendo condenado únieamente aI pago de una indemniza-

ción, no operando pues la presunción de inocencia en relación

con Ia responsabilidad civil debatida en e1 proceso a quo.

Respecto al segundo motivo, el Ministerio Fiscal señala que

si bien las dilaciones indebidas fueron denunciadas por el Sr.

Jiménez Martos aI interponer e1 recurso de apelaciónr no consta

que se denunciara Ia demora antes de dictarse Ia Sentencia de

instancia o, al menos, desde que se le notificó el Auto de

apertura del juicio oral el L5 de marzo de I99Lt ni tampoco se
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invocó en eI acto del juicio oral o en mornento anterior. Lo que

a su entender impide entrar a eonsiderar este motivo, conforme

a la jurisprudencia de este tr ibunal (SSTC L52/L987, L73/L988 y

224 /Lee r ) .

En consecueneia, €1 Ministerio Fiscal estima que la demanda

carece de contenido constitucional y procede su inadmisión y,

ademásr por 1o que hace a las dilaciones indebidas, qlue faltó

la previa invocación en su momento, 10 que conduce al mismo re-

sultado.

IT. FUNDAIIIENTOS üURIDICCIS

l-. Procede confirnar la existencia de las causas de

inaünisión puestas de manifiesto en nuestra providencia de L3

de enero de 1-993, por no haberse invocado en momento oportuno

en eI previo proceso judicial eI derecho constitucional a un

proceso sin di laciones indebidas de1 art. 24 C.E. y carecer la

demanda, manifiestamente, de contenido gue justifique una reso-

lución sobre el fondo por parte de este Tribunal [art. 50.]- c)

LOTCI .

En efecto, con relación aI derecho constitucional de pre-

sunción de inocencia es de observar que las Sentencias impugma-

das se han dictado contando con la diligencia de inspección

ocular unida al atestado de la Guardia Civil güe, por su carác-

ter irreproduct,ible, tiene e1 valor de prueba preconstituida

(SSTC 24/L992 y L38/L992), 1a cual ha f i jado e1 punto de coli-

sión de los vehículos por los restos de cristales y estructuras

existentes; tarnbién han contado con Ia declaración del acusado,

sometida a contradicción en eI acto del juicio oral, de la que

se desprende que e1 accidente ocurrió tras haber realizado un

adelantamiento el vehículo conducido por el Sr. Jiménez Martos

y, junto a ello, con numerosa prueba documental y prueba

perieial de los daños. Lo que entraña, eD su conjunto una prue-
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ba suficiente y no basada exclusivamente en e1 mencionado cro-

quis unido aI atest,ado.

Ahora bien, más fundaurentalmente, cabe señalar que nos en-

contramos ante un supuesto similar al resuelto por eI ATC de 22

de junio de 1-992 (recurso de amparo L965/L99L), en el que se

invocaba 1a vulnerasión de1 derecho a Ia presunción de inocen-

cia en un proceso penal en el que se había producido Ia

despenalización de los hechos tras la entrada en vigor de la

Ley Orgánica 3/1989. Afirmándose en aquella ocasión que rres

evidente que un pronunciamiento en materia de responsabilidad

civil derivada de un hecho ilícito exige Ia constatación previa

de Ia existencia de tal ilícito, pero no se puede olvidar gü€,

por obra de 1a Disposición transitoria segunda de la Ley orgá-

nica 3/1989, €1 hecho del que deriva Ia responsabilidad civil

en este caso ha dejado de ser un ilícito penal y que la prueba

que sobre el mismo haya de practicarse no se rige por las nor-

mas que informan Ia prueba en eI proceso penalrr. Lo que es

aplicable aI presente caso, pues eI Fisca1 nodif icó su escrito

de conclusiones provisionales retirando Ia pretensión punitiva,

conforme a 1o dispuesto en eI precepto antes mencionado de la

Ley orgánica 3/1989, e interesó una indeurnización por los daños

y perjuicios causados en eI accidente.

Por consigruiente, la despenalización de 1a conducta del re-

currente por obra de 1a Ley Orgánica 3/L989 ha entrañado una

transformación de Ia naturaleza del proceso seguido contra el

Sr. Jiménez Martos, eü€ si bien inicialuente tenía un carácter

penal, posteriormente se convirtió en instrumento para la sa-

tisfacción de pretensiones indennizatorias de carácter civil.

Por consiguiente, €n dicho proceso no opera el derecho consti-

tucional de presunción de inocencia, pues aunque en eI mismo

sea preeiso constatar Ia existencia de un hecho iIícito, la

responsabilidad civil que puede derivar de1 mismo rrno guarda

relación directa con Ia presunción ni con 1a inocencia en sí

misma,  en eI  sent ido del  ar t .  24.2 C.8." ,  como ya ha declarado

este Tribunal (STC 72/L99L y, asimismo, STC 52/L989 y AATC
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\e /Le84 y e2L/1-e87 )  .

2. Por 1o que se refiere a Ia alegada vulneración de1 dere-

cho a un proceso sin dilaciones indebidas este Tribunal ya ha

declarado en otras ocasiones que dicha vulneración no se produ-

ce sin más por e1 hecho de que eI proceso tenga una duración

anormal y, en todo caso, carece de sentido invocarla cuando eI

proceso ya ha f inal izado (SSTC L52/L987 y 88/L99O'), pues Ia

queja por dilaeiones indebidas no puede formularse sin haberla

denunciado previamente ante el órgano judicial supuestamente

causante de la di lación (STC L73/L988).

En eI presente caso, €l retraso fue ciertamente anormal

pues eI accidente ocurrió en L985. No obstante, debe tenerse en

cuenta que hasta el L4 de marzo de L987 no se produjo la sani-

dad rnédica de la lesionadd y, posteriormente, el procedimiento

tuvo que acomodarse a las normas procesales previstas por la

Ley 7/L988r gue determinaron la competencia para su enjuicia-

miento de otro órgano judicial. Y en todo caso, €s de observar,

como acert,adamente pone de relieve eI Ministerio Fiscal, que si

bien es cierto que la denuncia por dilaciones indebidas en el

proceso a Euo se hizo por 1a parte actora aI interponer el re-

curso de apelación ante 1a Audiencia Provincial, no consta Ia

existencia de denuncia previa ante e1 Juzgrado de 1o Penal núm.

7 de Madrid, al que habría que imputar la demora, dI menos des-

de 1a fecha en Ia que le fue notificado al recurrente el Auto

de apertura de1 juicio oral, Di tampoco en el acto del juicio

o ra1 .

Lo anterior nos lleva a concluir que no se ha hecho previa

invocación de1 derecho constitucional presuntamente vulnerado
rrante e1 Juez o Tribunal supuestamente causante de 1as dilacio-

nesrr y aI que correspondía reparar 1a demora; ni se hizo en el

momento procesal oportuno, sino en otro ulterior, €l de la in-

terposición de Ia apelación, cuando Ia reparación de la dila-

ción ya no podÍa tener lugar por haberse dictado Sentencia
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(SSTC L52/L9e7 y L73/L988). Lo que incide en la causia de

inadrnisión prevista en e1 art. 50.1- a) en relacj-ón con el art.

44.L c) LOTC, y eIIo con independencia de que Ia inactividad
judicial pueda eventualmente encuadrarse en el supuesto contem-

p lado  en  e l  a r t .  293 .2  L .O .P .J .

Por todo 1o expuesto anteriormente, Ia Sección acuerda

inadmitir eI recurso de amparo interpuesto por don José üiménez

Martos.

Madrid, doce de febrero de mil novecientos noventa y tres.

ryl*


